
 
 

 

 

R-DCA-791-2016                                                                                                                                                                                                                                                                

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Contratación Administrativa. 

San José, a las quince horas veintiún minutos del veintiséis de setiembre del dos mil dieciséis.-  

Recursos de apelación interpuestos por las empresas AUTO ENSAMBLADORA S.A. y PURDY 

MOTOR S.A., en contra del acto de adjudicación de la LICITACION PÚBLICA No. 2015LN-

000033-PROV promovida por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA (PODER JUDICIAL) para la 

“Compra de vehículos con entrega de vehículos usados como parte de pago, para uso de 

diferentes oficinas judiciales”, acto recaído a favor de las empresas AGENCIA DATSUN S.A. 

respecto a las líneas 1, 2, 4, 6, 7, 8 y 9, por un monto de ¢4.025.636.903,12 (cuatro mil 

veinticinco millones seiscientos treinta y seis mil novecientos tres colones con doce céntimos), 

VEHICULOS INTERNACIONALES VEINSA S.A. en las líneas 5 y 10, por un monto de 

¢240.753.126,32 (doscientos cuarenta millones setecientos cincuenta y tres mil ciento veintiséis 

colones con treinta y dos céntimos) y PURDY MOTOR S.A. en las línea 3, por un monto de 

¢86.963.141,20 (ochenta y seis millones novecientos sesenta y tres mil ciento cuarenta y un 

colones con treinta y dos céntimos). ------------------------------------------------------------------------------- 

RESULTANDO 

I. Que por medio de escrito del ocho de julio del presente año, la  empresa Auto Ensambladora 

S.A. interpuso recurso de apelación en contra del acto de adjudicación de la línea No. 8 de la 

Licitación Pública No. 2015LN-000033-PROV promovida por la Corte Suprema de Justicia 

(Poder Judicial) para la “Compra de vehículos con entrega de vehículos usados como parte de 

pago, para uso de diferentes oficinas judiciales”.---------------------------------------------------------------  

II. Que por medio de escrito del doce de julio del presente año, la  empresa Purdy Motor S.A. 

interpuso recurso de apelación en contra del acto de adjudicación de las líneas No. 2, 7, 8 y 10 

de la Licitación Pública No. 2015LN-000033-PROV promovida por la Corte Suprema de Justicia 

(Poder Judicial) para la “Compra de vehículos con entrega de vehículos usados como parte de 

pago, para uso de diferentes oficinas judiciales”. --------------------------------------------------------------- 

III. Que mediante el auto de las quince horas con diez minutos del ocho de julio de dos mil 

dieciséis esta División de Contratación Administrativa procedió a solicitar el expediente 

administrativo de la contratación en comentario, el cual fue remitido por parte de la 

Administración a través del oficio 1651-DJ/CAD-2016 del once de julio de dos mil dieciséis. ------ 

IV. Mediante auto de las diez horas y quince minutos de veintiséis de julio de dos mil dieciséis, 

el señor Elard Gonzalo Ortega Pérez, Gerente Asociado de esta División se excusa de 
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continuar con el trámite de este recurso y en su lugar se designa al Lic. Alfredo Aguilar 

Arguedas en condición de Gerente Asociado suplente.------------------------------------------------------- 

 V. Que mediante resolución R-DCA-638-2016, de las trece horas cuarenta y cinco minutos del 

veintisiete de julio del dos mil dieciséis, esta División confirió audiencia inicial a la 

Administración licitante y a las empresas adjudicatarias y en el mismo auto confirió audiencia de 

nulidad a las partes, por supuesta variación de las bases del concurso al adjudicar un mayor 

porcentaje de vehículos respecto de los definidos en el cartel, pudiendo generar eventuales 

violaciones a los principios que rigen esta materia. ------------------------------------------------------------ 

VI. Que mediante auto de las doce horas del treinta y uno de agosto del dos mil dieciséis, esta 

División confirió audiencia especial a las partes ---------------------------------------------------------------- 

VII. Que la presente resolución se dicta dentro del plazo de ley, habiéndose observado las 

prescripciones constitucionales, legales y reglamentarias correspondientes. --------------------------- 

CONSIDERANDO 

I. Hechos probado. Con vista en el expediente administrativo remitido por parte de la 

Administración a través del oficio 1651-DJ/CAD-2016 del once de julio de dos mil dieciséis, para 

efectos de la resolución del presente asunto, se tienen por demostrados los siguientes hechos 

de interés: 1) Que la Corte Suprema de Justicia (Poder Judicial) promovió la Licitación Pública 

No. 2015LN-000033-PROV para la “Compra de vehículos con entrega de vehículos usados 

como parte de pago, para uso de diferentes oficinas judiciales” conforme la publicación en el 

Diario Oficial La Gaceta No. 230 del 26 de noviembre del 2015 (folio 201 del expediente 

administrativo). 2) Que al concurso promovido, se presentaron las siguientes propuestas: No. 1 

Auto Ensambladora S.A. (líneas No. 1 y 8), No. 2 Purdy Motor S.A. (líneas No. 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 

8, 9 y 10), No. 3 Agencia Datsun S.A. (Líneas No. 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 9) y No.4 Vehículos 

Internacionales VEINSA S.A (Líneas No. 1, 2, 5, 7, 8, 9 y 10), según consta en el acta de 

apertura del procedimientos (folio 519 del expediente administrativo). 3) Que la empresa Purdy 

Motor S.A. aportó la siguiente oferta económica (folio 402 del expediente administrativo): 
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4) Que la empresa Auto Ensambladora S.A. aportó la siguiente oferta económica  (folio 378 del 

expediente administrativo):  

 

5) Por medio del oficio 61-DJ/CAD-2016, del 01 de febrero de 2016 el Área de Contratación 

Administrativa de la Corte Suprema de Justicia resuelve respecto a la oferta económica de 

Purdy Motor S.A. lo siguiente: “(…) al observar la oferta económica de la empresa Purdy Motor 

S.A. en conjunto con su respuesta ante la prevención que se le cursó, se concluye que en lugar 

de brindar precios unitarios para cada vehículo, dio un precio total, por cuanto la misma 

sociedad aclaró que sus precios “…incluyen el costo por mantenimiento y el costo por 

capacitación”, es decir, su cotización incluyó en un mismo monto tres de los rubros que se 

pedían detallar por separado…estima esta Dirección que no es posible prevenir a la empresa 

Purdy Motor S.A. que se ajuste al formato de cotización del precio que estableció el pliego de 

condiciones, toda vez que de hacerlo así, se le estaría dando la posibilidad de obtener una 

ventaja indebida, al conocer ya las ofertas de las demás personas oferentes…” (folios 661 a 

664 expediente administrativo). 6) Según oficio 6566-16, del 23 de junio de 2016, respecto a la 

oferta de Purdy Motor S.A.: “…se determina que su oferta no es admisible, pues su desglose de 

precios no se ajusta a lo solicitado en el cartel…al determinar que permitirle a este oferente 

realizar una aclaración o corrección a su desglose de precio, le otorgaría una ventaja indebida 

sobre el resto de participantes…” (Folio 1015 del expediente administrativo). 7) Que el oficio 

3111-DP-PAB-2016, del 12 de mayo de 2016, del Proceso de Administración de Bienes del 

Poder Judicial señaló: “…en atención al presupuesto 2016 de vehículos y valoraciones de los 

peritos de este Departamento, respetuosamente se solicita un aumento de las cantidades en la 

Licitación en trámite” (folios 875 al 879 expediente administrativo). 8) Que con posterioridad a la 

apertura de las ofertas de este concurso la administración modificó, en dos ocasiones, la 

cantidad de vehículos contemplada inicialmente en las bases del concurso y adjudicó una 



 
                                                                                                               
 
 
 

 4 

mayor cantidad de vehículos, conforme al siguiente detalle (folios 1016 expediente 

administrativo): 

 
 

LINEA No. 

Cantidad 
Original de 
Vehículos 

por Adquirir 

Primer 
Aumento en 
la Cantidad 
Vehículos 

por Adquirir 

Segundo 
Aumento en 
la Cantidad 
Vehículos 

por Adquirir 

Cantidad de 
Vehículo 

Adjudicados 

 
 

Adjudicatario 

Línea No.1 
(Sedán) 

7 1 4 12 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.2 
(Pick-up 4x4) 

13 6 25 44 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.3 
(Panel 
Techo) 

 
3 

 
1 

 
0 

 
4 

 

Purdy Motor 
S.A. 

Línea No.4 
(microbús) 

1 0 2 3 

 
Agencia Datsun 

S.A 

Línea No.5 1 0 0 1 Veinsa 

Línea No.6 4 5 1 10 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.7 21 0 45 66 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.8 32 5 56 93 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.9 8 0 3 11 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.10 1 0 8 9 Veinsa 

 

9) Que la Administración contaba con un presupuesto inicial de ¢1.413.111.835,91  (folios 14 al 

18 y 1011 del expediente administrativo). 10) Adicionalmente, al contenido económico inicial, la 

Administración contaba con 93 vehículos para entregar como forma de pago cuyo valor según 

avalúos del Ministerio de Hacienda, es de ¢444.620.000 (folios 150 al 175 del expediente 

administrativo). 11) Que la Administración con posterioridad a la apertura de las ofertas decidió 

incorporar al proceso de la la Licitación Pública Nº 2015LN-000033-PROV, el presupuesto para 

la adquisición de vehículos del Poder Judicial, correspondiente al periodo presupuestario 2016 

por un monto de ¢1.640.894.208,86 (folio 53 vuelto del expediente de apelación), así como 

incorporar al proceso (con posterioridad a la apertura de las ofertas) 160 vehículos para 

entregar como forma de pago cuyo valor según avalúos de la propia administración, es de 

¢943.257.906 (folios 725 al 874 del expediente administrativo). 12)  Que en decisión inicial  que 

consta en Resolución N° 115-2015 de las once horas con veinticinco minutos del seis de 
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noviembre de 2015 se acredita la necesidad de la Administración de requerir un número mucho 

menor de vehículos respecto de los adjudicados, pues requiere de 8 vehículos tipo sedán, 14 

tipo pick-up 3 panel techo bajo, 1 microbús manual, 1 camión doble cabina, 4 vehículo 

ambulancia, 21 pick-up doble cabina con luces policiales, 32 vehículos sedán con luces 

policiales y 1 vehículo rural doble tracción.(folios 232 y 233).------------------------------------------------ 

II. Sobre la audiencia final de conclusiones. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 

182 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, siendo que en el caso objeto de 

análisis en la presente resolución, este órgano contralor estima que a partir de las audiencia 

conferidas y de los argumentos expuestos por las partes, se cuenta con suficientes elementos 

de juicios para proceder al dictado de la resolución final, se prescinde de la audiencia final de 

conclusiones, por considerarse innecesaria para efectos de resolver el asunto que se encuentra 

en discusión, lo cual se hace de conocimiento de las partes. ----------------------------------------------- 

III. Sobre la legitimación de los apelantes. El artículo 176 del Reglamento a la Ley 

Contratación Administrativa (RLCA) indica que “Podrá interponer el recurso de apelación 

cualquier persona que ostente un interés legítimo, actual, propio y directo”, normativa que 

impone realizar el análisis referente a la legitimación, como actuación previa para determinar la 

procedencia o no del estudio de los argumentos en que el apelante apoya su recurso. Sobre este 

tema, de previo a entrar a conocer los alegatos expuestos por la apelante en su recurso, se debe 

analizar este extremo como primer orden a efecto de determinar precisamente, si es procedente 

conocerlos, o si por el contrario, resulta innecesario al carecer el apelante de la legitimación 

necesaria para resultar eventualmente readjudicatario del concurso. Así las cosas, siendo que en 

la atención de la audiencia inicial, la adjudicataria Agencia Datsun S.A. y la administración han 

imputado a las firmas apelantes incumplimientos, conviene en primer lugar, analizar estos 

aspectos, con la finalidad de verificar como se dijo, la legitimación de las recurrentes en el 

presente proceso. A) Recurso interpuesto por la empresa Auto Ensambladora S.A. La 

adjudicataria Agencia Datsun S.A. considera que la apelante no tiene legitimación para recurrir 

dado que incumple, a su criterio, con la experiencia mínima de 20 años en la comercialización 

directa de la marca ofertada y su respectivo respaldo en servicio, repuestos y soporte técnico 

que el cartel exigía en el punto 2.9.22 y apartado 7.4 del anexo 2. Indica además, que conforme 

al anexo 2 mencionado, el apelante debía demostrar que la experiencia positiva es en cuanto a 

ventas efectuadas a entera satisfacción del cliente “…de vehículos de modelos iguales o 

predecesores a los modelos solicitados en este pliego de condiciones…”.  A su vez, indica que la 

primera generación del Kia Cerato fue del año 2003 al 2006 y fue distribuido con la 
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denominación de Kia Spectra para América Latina y en Estados Unidos como Kia Shuma. La 

segunda generación del Kia Cerato fue del 2006 al 2013, denominándose Kia Cerato para Costa 

Rica y por último, indica que la tercera generación de ese modelo es el Kia Cerato actual. 

Considera que el vehículo ofrecido por el apelante para la línea No.8, sea el Kia Cerato, posee 

no más de 13 años de ser vendido en Costa Rica, por lo que considera que no cumple la 

experiencia mínima y debió ser descalificada por inelegible ya que no posee 19 años y 364 días 

de ser vendido en el país, requisito mínimo establecido en el cartel de licitación como cláusula 

invariable. Afirma que la recurrente carece de legitimación para plantear el recurso y que, en 

todo caso, la mejor oferta es la de su representada, tal y como fue considerado en el acto de 

adjudicación. La Administración indica en relación a lo expresado por la adjudicataria, que da 

por recibido lo que indica la empresa Auto Ensambladora S.A. en su oferta en cuanto a la 

experiencia en ventas de vehículos correspondientes a modelos iguales o predecesores al 

modelo ofertado, siendo que la única condición cartelaria en firme para probar tal requerimiento 

fue la presentación de una declaración jurada y el pliego de condiciones no hizo ningún tipo de 

referencia a algún otro tipo de consulta para verificar la información aportada por el oferente , 

señala además que la adjudicataria no logra probar sus afirmaciones y no logra demostrar el 

incumplimiento cartelario, pues el oferente cumplió dicho requerimiento al aportar la declaración 

jurada. La apelante indica que cumple con el requisito de admisibilidad de experiencia mínima 

definido en el anexo 2 del cartel pues la Administración definió como referencia en cuanto a la 

venta de vehículos de modelos iguales o predecesores a los modelos solicitados en el pliego de 

condiciones, es decir, los vehículos tipo sedán con luces policiales que requiere la línea No.8. 

Señala que su representada desde hace 51 años vende y distribuye en el mercado nacional 

vehículos tipo sedán cumpliendo el requisito que objetivamente definió el cartel. Manifiesta que 

la adjudicataria interpreta erróneamente la cláusula cartelaria considerando que la experiencia es 

en cuanto a los vehículos ofertados, en su caso Kia Cerato, señala que su representada cuenta 

con una experiencia positiva de 51 años en la venta de vehículos sedán tal como lo exige el 

cartel. Criterio de la División. De la lectura del cartel, específicamente en cuanto a la 

experiencia mínima con la que deberá contar la empresa oferente se desprende del punto 

7.4.1.1 (folio 296 vuelto, del expediente administrativo) que dicha experiencia debe ser de al 

menos 20 años para alcanzar el mínimo de admisibilidad, al respecto es claro que el oferente en 

su oferta acredita ostentar 51 años de experiencia (hecho probado 4). Por otra parte, la 

adjudicataria no logra demostrar con sus afirmaciones y prueba documental que el apelante no 

cuente con la experiencia mínima requerida en el cartel, incluso no fundamenta la forma en que 
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el apelante haya incumplido alguna disposición cartelaria de admisibilidad. De la lectura de la 

cláusula cartelaria indicada, entiende este órgano contralor que la experiencia exigida es 

precisamente en la venta de los modelos solicitados en el pliego de condiciones que en el caso 

bajo análisis corresponde a vehículos tipo sedán con luces policiales, no hace referencia el cartel 

al modelo ofrecido por cada oferente, sino al definido por la Administración. Por lo que, a criterio 

de este órgano contralor, no resulta ser de recibo la interpretación que de dicha cláusula realiza 

el adjudicatario.  Así las cosas, se tiene por acreditada la elegibilidad del apelante. Siendo 

procedente, entrar a conocer los argumentos de fondo que establece en su recurso de 

apelación, por considerar esta División que ostenta legitimación suficiente para ello. De ahí que 

se declara sin lugar lo solicitado por la empresa Agencia Datsun S.A. en cuanto a este extremo. 

B) Recurso interpuesto por parte de la empresa Purdy Motor S.A. La adjudicataria Agencia 

Datsun S.A. señala que el recurso debió haber sido rechazado de plano en el tanto la recurrente 

fue descalificada al omitir cotizar los precios de los vehículos que ofrece conforme a los términos 

del cartel pues no se ajustó al formato de cotización previsto en el cartel, lo que no resultaba 

posible subsanar, en el tanto hubiese representado un beneficio indebido y contrario al principio 

de igualdad de oportunidades. Señala que el vicio obedeció a la impericia de la recurrente. Indica 

que según el cartel: “… El oferente debe cotizar la línea en forma completa, no se aceptarán 

ofertas que no coticen alguno de los rubros como lo son el costo de inscripción o el costo de 

capacitación:  cabe resaltar que en caso de que alguno de los rubros no tenga costo para el 

Poder  Judicial, se deberá indicar  que el costo es de ¢0.00...”.  Agrega que en su oferta el 

recurrente omitió referirse al costo de mantenimiento y capacitación, lo que a todas luces no 

podría subsanar, en el tanto lo beneficiaría indebidamente con relación a los restantes oferentes. 

Manifiesta que el cartel fue expreso en indicar  que no serían aceptadas las ofertas que no 

cotizaran alguno de los rubros previstos en el cartel por lo que su oferta devino  en inelegible y 

que por ello, a  su criterio, el apelante carece de  legitimación, al no ostentar interés legítimo 

alguno  para aspirar a la readjudicación. Expresa que nunca le sería posible resultar 

readjudicada en los  ítems que impugna,  puesto que su plica resultó inelegible por su 

incapacidad de ajustarla a los requisitos de elegibilidad o admisibilidad previstos en el cartel. La 

Administración indica que la oferta de esta apelante fue desestimada del concurso ante la falta 

de información en el desglose de precios, puntualmente el costo por capacitación, considerando 

que su precio fue indeterminado.  Señala que por ello la apelante no cuenta con legitimación 

suficiente para recurrir, considera que los intereses de la apelante no se están viendo 

lesionados, pues no es opción para una eventual readjudicación. La apelante en respuesta a 
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audiencia especial señala que haber omitido el desglose del precio no afecta en nada su precio, 

pues el precio de capacitación está incluido y es absolutamente cierto, definitivo y determinado. 

Menciona que su oferta puede ser calificada con base al precio total debido a que no se conoce 

el monto específico para capacitación y su subsanación generaría ventaja indebida, sin embargo 

afirma que dicha omisión no es motivo de exclusión. Criterio de la División. De la lectura del 

cartel, específicamente en cuanto al desglose del precio (folio 304, del expediente administrativo) 

se observa con claridad que el mismo debía desglosarse en precio unitario, costo por 

capacitación, costo de inscripción y costo por mantenimiento. Así mismo, revisada la oferta de la 

empresa Purdy Motor S.A. se observa con toda claridad que su oferta económica no presenta 

desglose de precio en los términos que lo exige el cartel, pues únicamente señala precios 

unitarios y totales (hecho probado 3), aspecto que fue determinado por la administración como 

un aspecto insubsanables pues generaría ventaja indebida en contra de los demás oferentes 

(hecho probado 5). Ante ese panorama y a efecto de no poder ser sometido al sistema de 

evaluación la administración decide excluirlo del concurso (hecho probado 6). Igualmente, de la 

lectura del recurso de apelación interpuesto no se desprende ningún ejercicio de 

fundamentación, por parte del apelante, en el que alegue que su oferta fue indebidamente 

excluida del concurso, como tampoco fundamenta su aptitud o mejor derecho para resultar 

adjudicado en este concurso. Dentro del trámite del recurso interpuesto, el apelante viene a 

referirse a su exclusión en respuesta a la audiencia inicial, calificándola de indebida, sin embargo 

es claro que tal condición no fue incluida como parte de los argumentos desarrollados en el 

escrito de interposición del recurso. De tal manera que su defensa resulta ser extemporánea. Por 

lo anterior, considera esta División que al haber sido excluido por no presentar un desglose de 

precios en los términos que define el cartel y al no haber alegado, fundamentado, ni demostrado 

que su exclusión fue indebida con ocasión de dicho incumplimiento, este apelante no logra 

demostrar el mejor derecho que le asiste para resultar readjudicado eventualmente en este 

concurso. Así las cosas, por todo lo anteriormente dicho, considera esta Contraloría General de 

la República, que la apelante no ostenta la legitimación necesaria para interponer el recurso de 

apelación y por ende su recurso debe ser declarado sin lugar. -------------------------------------------- 

IV. Sobre el fondo de los recursos. A). Sobre el recurso de apelación interpuesto por Auto 

Ensambladora S.A. i) Sobre el error en la calificación de la línea No.8. La apelante indica 

que el acto de adjudicación tiene un error en la aplicación del sistema de evaluación, 

específicamente en cuanto a la Línea No.8 correspondiente a vehículos tipo sedán con luces 

policiales. Afirma que no se indicó el precio unitario correcto cotizado por su representada en la 
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oferta. Señala que su representada cotizó un monto de $684 (seiscientos ochenta y cuatro 

dólares) como rubro correspondiente a capacitación para la totalidad de los vehículos ofrecidos, 

sin embargo alega que la Administración lo consideró de forma individual a cada vehículo 

incrementando su precio de forma incorrecta. Señala que la Administración calificó su precio 

unitario para la Línea No.8 con un precio unitario de $27.458.30 a pesar de que su oferta 

económica, presenta un precio por costo unitario de $26.795,67. Alega que dicho error generó 

una diferencia de $662 en cada vehículo por un error de la Administración. Afirma que antes de 

que se dictara el acto de adjudicación, presentó dos notas solicitando la enmienda para que el 

acto de adjudicación se tomara sobre las base correctas, sin embargo señala que en ambos 

casos la respuesta fue negativa por parte de la Administración y se les remitió a esperar la 

adjudicación y presentar los recursos correspondientes para proteger sus derechos. La 

adjudicataria Agencia Datsun S.A. considera que la apelante no cuenta con la cantidad de 

años de experiencia suficientes para obtener la puntuación máxima definida en el cartel que 

corresponde a un 15% por 24 años y un día o más de experiencia. Señala que el apelante tiene 

22 años y tres meses de venta de vehículos marca Kia y no de 51 años como indica el apelante 

y que partiendo de ello la puntuación que debió haber obtenido el apelante sería de 10%, por lo 

que con ese puntaje no resultaría adjudicado en esa Línea No. 8, pues alcanzaría una 

calificación de 89.23%, mientras que su representada mantendría un 94% de calificación siendo 

la mejor calificada. La Administración indica que se revisó nuevamente la aplicación del 

sistema de evaluación y se determinó que efectivamente en el mismo se presenta un error 

material en los cálculos realizados. Así las cosas, concluye que el puntaje correcto para esa 

casa comercial es de 94.23%. Alega que las notas mediante las cuales el apelante les advierte 

este error se presentaron cuando el expediente no estaba en poder de la Proveeduría y la 

recomendación de adjudicación ya estaba siendo analizada por el Consejo Superior, razón por 

la cual ese no era el momento procesal oportuno para atender el reclamo planteado. Determina 

la Administración que lleva razón el apelante y se aclara que el puntaje obtenido por el mismo 

para la Línea No.8 de la Licitación Pública No. 2015LN-000033-PROV es de 94,23%, el cual 

resulta ser el puntaje más alto para dicha línea. Criterio de la División. El cartel de la licitación 

en cuanto a la calificación de la experiencia dispuso “... 7.4.1.1. Experiencia de/oferente en 

contratos similares (15 puntos) El oferente deberá contar con una experiencia positiva 

entendida esta, como ventas efectuadas a entera satisfacción del cliente, en la venta de 

vehículos de modelos iguales o predecesores a los modelos solicitados en este pliego de 

condiciones. Para acreditar dicha experiencia, deberá aportarse declaración jurada que indique 
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que posee experiencia de ventas similares en el país, dede de (sic) los últimos 20 años 

contados a partir de la fecha de vencimiento para la recepción de ofertas de esta licitación. Para 

tales efectos, la declaración jurada se calificará de la siguiente manera: De más de 24 años y 

un día 15% De más de 22 años y 1 día hasta 24 años 10 % De más de 20 años y 1 día y hasta 

22 años 5% 20 años, no se le asigna puntaje por sor el plazo mínimo admitido. En un periodo 

igual o menor a 19 años y 364 días, no obtendrá calificación y quedará fuera del concurso” (folio 

296 vuelto, del expediente administrativo). En ese sentido, no se desprende la obligación del 

oferente de vender una marca específica de vehículo, sino en el tipo de modelo solicitado en el 

pliego de condiciones, es decir, vehículo sedán con luces policiales, y no específicamente de 

una marca como Kia que es lo que alega el adjudicatario. Al respecto, es claro que el oferente 

en su oferta acredita, mediante la documentación requerida en el pliego de condiciones, que 

ostenta 51 años de experiencia (hecho probado 4). Por otra parte, la adjudicataria no logra 

demostrar con sus afirmaciones que la apelante no ostente la experiencia positiva en la venta 

de vehículos de modelos iguales o predecesores a los modelos solicitados en este pliego de 

condiciones. De la lectura de la cláusula cartelaria indicada, entiende este órgano contralor que 

la experiencia exigida es precisamente en la venta de los modelos solicitados en el pliego de 

condiciones que en el caso bajo análisis corresponde a vehículos tipo sedán con luces 

policiales, y no hace referencia el cartel al modelo ofrecido por a cada oferente, sino al definido 

por la administración. Por lo que no resulta ser de recibo, la interpretación a dicha cláusula 

realizada por el adjudicatario. Por otra parte, se tiene que la Administración reconoce la 

existencia de un error material en la aplicación del sistema de evaluación, en perjuicio del 

apelante y manifiesta que con la corrección de ese error material el apelante resultaría como la 

oferta mejor calificada para la Línea No. 8 de la licitación bajo análisis. Así las cosas, se tiene 

que aunque la Administración no lo indica expresamente, se está en presencia de un 

allanamiento a los argumentos de la recurrente, siendo que la Administración acepta la 

existencia de un error material, y que le corresponde una calificación de 94.23% para la línea 

No. 8 de la presente contratación. Asimismo, considera esta División que es de clara 

constatación que la oferta de la adjudicataria cotizó de forma correcta el objeto contractual y 

que con un simple ejercicio aritmético es posible corregir el error planteado y reconocido por la 

Administración. Por consiguiente, en virtud de lo expuesto por parte de la recurrente, aunado al 

allanamiento de la Administración, estima este órgano contralor que procede declarar con 

lugar el recurso incoado.---------------------------------------------------------------------------------------------- 
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V. Sobre la potestad de la Contraloría General de la República para declarar la nulidad de 

actos o contratos administrativos. Criterio de la División. El artículo 28 de la Ley Orgánica 

de la Contraloría General de la República le otorga a este órgano contralor la potestad de 

declarar la nulidad de oficio o por reclamo del titular de un derecho subjetivo o de un interés 

legítimo, de los actos o contratos administrativos. Al respecto, se establece que el órgano 

contralor podrá declarar la nulidad absoluta evidente y manifiesta que observé en los actos o 

contratos administrativos de los sujetos pasivos. En relación con ésta potestad, el propio 

artículo 28 de la Ley Orgánica dispone que: “La anulación o desaprobación de un acto o de un 

contrato administrativo por vía de recurso, en ejercicio de tutela administrativa, se regirá por sus 

propias reglas. / La Contraloría, siguiendo los procedimientos propios del respectivo recurso, 

podrá declarar de oficio la nulidad de un acto o de un contrato administrativo recurrido, por 

motivos no invocados por el recurrente, solo cuando la nulidad sea absoluta.” (Así reformado 

por el artículo 218, inciso 2) de la Ley N° 8508 de 28 de abril de 2006, Código Procesal 

Contencioso-Administrativo). En ese orden de ideas, de forma adicional a la resolución de los 

alegatos de las partes en cuanto al conocimiento del recurso de apelación en contra de la 

contratación de marras, este órgano contralor procede a revisar los términos de la eventual 

nulidad absoluta puesta en conocimiento de las partes mediante el auto de las trece horas del 

catorce de agosto del dos mil quince, con sustento en la normativa citada. ----------------------------- 

VI. Sobre el análisis de los hechos que originan la eventual nulidad absoluta del acto de 

adjudicación. Por medio de la resolución No. R-DCA-638-2016 de las trece horas y cuarenta y 

cinco minutos del veintisiete de julio de dos mil dieciséis, este órgano contralor procedió a dar 

audiencia inicial y audiencia de nulidad a todas las partes con respecto a un punto en particular, 

la supuesta variación de las bases del concurso. Lo anterior, considerando la actuación de la 

Administración, al adjudicar un mayor porcentaje de vehículos respecto de los definidos en el 

cartel, pudiendo generar eventuales violaciones a los principios que rigen esta materia. Los 

hechos que se entrarán a analizar son: a) que con posterioridad a la apertura de las ofertas de 

este concurso la administración modificó en dos ocasiones la cantidad de vehículos 

contemplada inicialmente en las bases del concurso. De tal forma que terminó adjudicando una 

mayor cantidad de vehículos (hecho probado 8), b) que la Administración contaba con un 

presupuesto inicial de ¢1.413.111.835,91 (hecho probado 9), c) que adicionalmente al 

contenido económico inicial, la administración contaba con 93 vehículos para entregar como 

forma de pago cuyo valor según avalúos del Ministerio de Hacienda, es de ¢444.620.000 

(hecho probado 10), d) que la Administración, con posterioridad a la apertura de las ofertas, 
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decidió incorporar al proceso de la la Licitación Pública No. 2015LN-000033-PROV, el 

presupuesto para la adquisición de vehículos del Poder Judicial, correspondiente al periodo 

presupuestario 2016 por un monto de ¢1.640.894.208,86. Adicionalmente, decidió incorporar al 

proceso (con posterioridad a la apertura de las ofertas) 160 vehículos para entregar como forma 

de pago cuyo valor según avalúos de la propia administración, es de ¢943.257.906 (hecho 

probado 11) y e) que la decisión inicial  que consta en Resolución N° 115-2015 de las once 

horas con veinticinco minutos del seis de noviembre de 2015 acredita la necesidad de la 

Administración de requerir un número mucho menor de vehículos respecto de los adjudicados, 

pues requiere de 8 vehículos tipo sedán, 14 tipo pick-up 3 panel techo bajo, 1 microbús manual, 

1 camión doble cabina, 4 vehículo ambulancia, 21 pick-up doble cabina con luces policiales, 32 

vehículos sedán con luces policiales y 1 vehículo rural doble tracción.(folios 232 y 233). (hecho 

probado 12). Con respecto a estos hechos, las partes indican lo que se resumen a 

continuación. Las empresas apelantes: A) Purdy Motor S.A. argumentan que 

cuantitativamente en las Líneas No. 2, 7, 8 y 10 el cartel previó adquirir un total de 68 vehículos, 

pero finalmente el Poder Judicial adjudicó 159, es decir, 91 vehículos adicionales a los 

inicialmente licitados, lo que representa prácticamente un 135% de la cantidad inicialmente 

licitada. Indica que si se consideran todas las líneas puestas en concurso inicialmente se 

licitaron 93 vehículos y finalmente se adjudicaron 253, para una cantidad total adicional de 160 

unidades. Considera que lo actuado por el Poder Judicial carece de todo fundamento legal, 

constituye un ejercicio abusivo de la facultad que le concede a la Administración licitante el 

párrafo segundo del artículo 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y 

contraria a los principios que rigen e informan la legislación nacional en materia de contratación 

pública. Afirma que esos motivos han viciado de nulidad absoluta el acto de adjudicación. 

Expresa que el espíritu del artículo 86 de la Ley de Contratación Administrativa es habilitar a la 

Administración para adjudicar una mayor cantidad de bienes o servicios a la especificada en el 

cartel cuando el precio de la oferta ganadora del concurso sea menor al monto originalmente 

presupuestado. Expone que la Administración por regla general debe adjudicar la misma 

cantidad de bienes que licita salvo lo indicado en el artículo 86 indicado. Manifiesta que no 

existe, ninguna norma que autorice o faculte a la Administración para proceder como lo hizo en 

este caso el Poder Judicial, esto es, incrementar el presupuesto para la compra con recursos 

disponibles de un periodo presupuestario ulterior cuando ya estaba en trámite la licitación, 

recibidas las ofertas e incluso vencido el plazo dispuesto por el cartel para su adjudicación, para 

luego terminar adjudicando una cantidad de vehículos muy por encima de la inicialmente 
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establecida por el cartel. Considera que las implicaciones de esta conducta administrativa son 

muy relevantes para todos los oferentes, pues el negocio cambió a otro muy distinto del 

propuesto por la Administración en el cartel. Señala que el aumento en la cantidad de vehículos 

adjudicados incluso es superior al cincuenta por ciento adicional conforme a las disposiciones 

que contienen los numerales 200 y/o 201 del Reglamento a la Ley de la materia y que la 

voluntad del legislador fue establecer límites razonables y proporcionales a la facultad de la 

Administración de incrementar las cantidades de bienes adquiridas mediante un concurso. 

Estima que la conducta administrativa es abiertamente lesiva del principio de legalidad. Expresa 

que la redacción que contiene el párrafo segundo del artículo 86 del Reglamento a la Ley de 

Contratación Administrativa no establece, de forma expresa, que el límite presupuestario que 

ahí se menciona es el del monto originalmente presupuestado por la Administración, sin 

embargo, a su parecer resulta obvio que no puede ser de otra manera si se hace una 

interpretación integral del ordenamiento jurídico. Señala que la Administración tiene el deber de 

planificar oportuna y eficazmente sus compras de bienes y servicios, para ello debe elaborar el 

programa de adquisiciones, tomar decisión inicial, asegurar el contenido presupuestario y 

establecer los controles necesarios que garanticen la correcta ejecución contractual. Manifiesta 

que debe ser a través de los artículos 200 y 201 del Reglamento a la Ley de Contratación 

Administrativa que la Administración amplié la cantidad de bienes objeto del contrato, ya sea 

“antes de iniciar su ejecución y durante ésta” (artículo 200) o bien una vez ejecutado el contrato 

(artículo 201). En ambos casos, con un límite cuantitativo de un 50% de la cantidad inicialmente 

adquirido y previo cumplimiento de otras condiciones (como imprevisibilidad) que las mismas 

normas imponen. Valora a su criterio que la facultad de aumentar el objeto contractual no es 

ilimitada ni puede ser ejercida de forma antojadiza y ciertamente abusiva. B) Auto 

Ensambladora S.A. señala que si bien la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento 

establecen la posibilidad de ampliar la adjudicación en los casos permitidos en el párrafo 

segundo del artículo 86 del Reglamento, también son claros en que esta ampliación no se debe 

realizar en forma desmedida, por cuanto se estaría afectando las condiciones originales en que 

se presentaron las ofertas, y sobre todo los precios ofrecidos para las unidades. Argumenta  

que esta ampliación podría realizarla la Administración con el presupuesto y las condiciones 

asignados para el concurso, pero sin incurrir en un ejercicio abusivo de sus facultades. Expone 

que la norma antes indicada, lo que le permite a la Administración Contratante es, adjudicar una 

mayor cantidad de unidades a la especificada en el cartel, cuando el precio de la oferta 

ganadora del concurso sea menor al monto originalmente presupuestado, de forma tal que, el 
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sobrante correspondiente pueda utilizarse para adjudicar una mayor cantidad de unidades, pero 

opina que lo realizado por la Administración dista mucho de lo que la norma le permite, pues sin 

haber una oferta ganadora, procedió a modificar en dos ocasiones el número de unidades a 

contratar, asignándoles contenido económico extra cartelario. Plantea que en el cartel de 

licitación se establece como objeto de la contratación, el número de vehículos a adquirir (93 

unidades) y sus características, cifra que posteriormente fue variada (ampliando el objeto 

contractual) en dos ocasiones, aumentándose en 160 unidades, para un total de 253 vehículos 

(172% de incremento con respecto a la cantidad original del cartel) modificando las condiciones 

originales de esta licitación, con las que presentaron sus ofertas los participantes. Considera 

que para una empresa comercializadora, que resulte interesada en presentar su oferta, no 

representa lo mismo cotizar un número determinado de vehículos con un pago de cierta 

cantidad también de vehículos, a que se amplíe en un porcentaje tan alto, donde el oferente 

debe de considerar estas nuevas condiciones, y esto podría repercutir sobre todo en sus 

precios y en los plazos ofrecidos. Afirma que el cambio en el objeto es tan grosero que, algunos 

oferentes pudieran decidir no participar en el concurso por carecer de inventario, por ejemplo, 

pues se trata de un aumento que transformó el concurso en otro y que trascendió los límites de 

la razonabilidad y la proporcionalidad, y violentó el principio de legalidad. Alega que en esta 

licitación se presentaron situaciones que cambiaron las reglas del cartel original y sobretodo en 

el aspecto de presupuesto, ya que la Administración amplió el plazo para adjudicar con el fin de 

poder incluir más presupuesto en este concurso, aun cuando ya se habían recibido las 

propuestas y se contaba con los estudios para la adjudicación. Añade que toda esta actuación y 

conducta de la administración licitante transgrede los principios de contratación administrativa 

de igualdad de oportunidades y la libre competencia. Argumenta que con relación al contenido 

presupuestario de esta licitación que el mismo originalmente fue la suma de ¢1.857.731.835,91 

correspondientes al período del año 2015. Luego este presupuesto lo modificó la Administración 

Contratante incrementándolo en ¢2.584152.114,86 (período 2016) para un gran total de 

¢4.441.883.951,39, lo que equivale a un aumento injustificado de 139%. Considera que existen 

flagrantes vicios de procedimiento realizados por la Administración Contratante, que llevan 

como consecuencia, a invalidar el acto de adjudicación al efecto dictado, ya que no se siguieron 

las condiciones fijadas y presupuestadas en el cartel de licitación. La empresa adjudicataria 

Agencia Datsun S.A. expone que el cartel de la licitación pública, es el producto del ejercicio 

de una potestad de contenido discrecional reconocida a la administración por el ordenamiento 

jurídico y que por ello  su promotor aprovecha un amplio margen de discrecionalidad para 
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definir las reglas del concurso al cual luego habrán de someterse los interesados. Señala que 

para evitar quebrantos a los principios que rigen la contratación administrativa existe el recurso 

de objeción al cartel y que una vez definido el contenido del cartel, éste pasa a convenirse en el 

reglamento específico de la contratación, convirtiéndose en “ley entre las partes”. Señala que la 

aparente nulidad no existe, precisamente, en el tanto la posibilidad de incrementar el objeto de 

la compra, está expresamente admitida por el cartel en punto 2.20 del reglamento específico de 

la contratación y ninguna de las empresas oferentes lo impugnó en el momento procesal 

oportuno a pesar de haber tenido la oportunidad para ello y por el contrario plantearon su oferta 

sin ninguna reserva. Argumenta que vez iniciado el concurso, la administración apreció que los 

precios propuestos eran menores a los que de un concurso con idéntico objeto iniciado en el 

año 2014. Además alegan que si bien el concurso inició en el año 2015, terminó siendo 

adjudicado hasta el año 2016, ampliándose la disponibilidad presupuestaria aplicando la 

referida disposición cartelaria en beneficio de la eficacia y eficiencia. Afirma que no hubo una 

variación de las bases de concurso, dado que, de modo expreso y consentido los oferentes 

aceptaron que el pliego de condiciones había previsto la posibilidad de adjudicar una mayor 

cantidad de vehículos, sin que se previera un límite en el aumento. Indica que una vez que se 

cumplió con la fase de elegibilidad y de evaluación de las ofertas, se puso en conocimiento a 

las empresas con mayor puntaje por cada línea, el interés de la administración de aumentar el 

número de unidades a adquirir por línea, a efecto de que el oferente manifestara si estaba o no 

de acuerdo con mantener su oferta y de estarlo, si además ofrecería un descuento en el precio 

(folios 628 al 634, 637, 644, 682, 683). Considera que el procedimiento de licitación se llevó a 

cabo con transparencia e igualdad de oportunidades para todos los oferentes. Expresa que una 

alternativa de aumento como la prevista en el citado apartado del pliego de condiciones, está 

avalada por el artículo 86 del párrafo segundo del Reglamento a la Ley de Contratación 

Administrativa, incluso en ausencia de una regla como la comentada en el pliego de 

condiciones y a su parecer en este caso concreto, se dieron los supuestos del artículo 86 

señalado. Apunta que en la presente licitación se presentaron precios menores a los 

presupuestados, incluso, a los adjudicados en un concurso similar tramitado en el año 2014. 

Expone que existe una necesidad pública de la Administración que debe satisfacer mediante la 

adquisición de un mayor número de vehículos. Señala que la Sala Primera de la Corte Suprema 

de Justicia tuvo la oportunidad de referirse a un caso análogo al presente, caso en el cual 

admitió como válida la posibilidad de aumentar el número de unidades adjudicadas, 

precisamente, al amparo de la referida norma del Reglamento a la Ley de Contratación 
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Administrativa y la cita indicado “Nótese que el propio Reglamento a la Ley de Contratación 

Administrativa prevé la posibilidad de que los participantes oferten un precio menor, al disponer 

en el párrafo segundo del numeral 86: “...Si la oferta ganadora del concurso presenta un precio 

menor al monto presupuestado, la Administración podrá adjudicar una mayor cantidad de 

bienes o servicios si la necesidad así/o justifica... “. Esta situación fue lo que ocurrió en el 

presente asunto, pues el propio recurrente acepta que, dado que el precio ofertado por el 

Consorcio Font -Epson, que estuvo un 40 % por debajo de la estimación inicial, le permitió al 

MEP adjudicarse 555 paquetes adicionales.” (Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, 

Res. No. 000496-F-S1-2009). Plantea que la actuación de la Administración es una sana 

práctica pues permite a quienes han participado en licitaciones promovidas en el pasado tener 

la expectativa de que se aumente el número de vehículos según se den las circunstancias de 

hecho, es decir, capacidad presupuestaria y necesidad. Indica que incluso el mismo apelante se 

ha beneficiado de dicho aumento, por lo que ha existido igualdad entre los participantes. La 

Administración señala en relación con la misma audiencia que, para este concurso se 

definieron las cantidades de vehículos a adquirir por línea de acuerdo a las necesidades 

institucionales y a los recursos presupuestarios disponibles para esos fines. Afirma que el cartel 

no tenía limitación alguna para que los oferentes presentaran todas las opciones de negocios 

posibles para solventar sus necesidades. Acepta que es correcto lo definido en cuanto a las 

cantidades iniciales y sus aumentos conforme lo que alega el apelante, sin embargo afirma que 

esos aumentos se dieron para aprovechar el proceso de compra y los precios favorables que se 

presentaron. Alega que con su actuar se está procurando un mayor aprovechamiento de los 

recursos no solo en términos económicos sino en tiempos procesales. Alega que el cartel 

permite tanto el aumento como la disminución de cantidades para adjudicar sin un techo 

específico como lo establece el artículo 86 del RLCA. Agrega que ningún oferente objetó el 

cartel en ese aspecto pues ninguno la consideró lesiva o abusiva a sus intereses. Indica que el 

aumento se justifica en los principios de eficacia y eficiencia ante una necesidad real del Poder 

Judicial de sustituir vehículos. Manifiesta que hacer referencia a los artículos 200 y 201 del 

RLCA no es aplicable al caso concreto. Señala que su actuar es parte de un aprovisionamiento 

oportuno, eficiente y eficaz de bienes, por lo que aprovechan la posibilidad de aumentar las 

cantidades en un concurso en trámite para satisfacer las necesidades existentes. Señala que 

una solución a un caso como el presente debe darse con base en los principios. Criterio de la 

División. Para efectos de entrar a valorar los argumentos expuestos en relación con el aumento 

en la cantidad de vehículos adjudicados y el aumento del presupuesto inicial, es necesario 
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iniciar con una breve reseña de los hechos acaecido con el fin de analizarlos dentro del 

contexto en el que se presentaron. Se tiene que la Corte Suprema de Justicia (Poder Judicial) 

promovió la Licitación Pública Nº 2015LN-000033-PROV para la “Compra de vehículos con 

entrega de vehículos usados como parte de pago, para uso de diferentes oficinas judiciales”  

conforme la publicación en el Diario Oficial La Gaceta No. 230 del 26 de noviembre del 2015 

(hecho probado1). En dicho procedimiento de contratación, se presentaron las siguientes 

propuestas: No.1 Auto Ensambladora S.A. (líneas No. 1 y 8), No.2 Purdy Motor S.A. (1, 2, 3, 4, 

5, 6, 7, 8, 9 y 10), No.3 Agencia Datsun S.A. (Líneas No. 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 9) y No.4 Vehículos 

Internacionales VEINSA S.A (Líneas (1, 2, 5, 7, 8, 9 y 10), según consta en el acta de apertura 

del expediente administrativo (hecho probado 2). Por medio del oficio 3111-DP-PAB-2016, del 

12 de mayo de 2016, del Proceso de Administración de Bienes del Poder Judicial señaló “…en 

atención al presupuesto 2016 de vehículos y valoraciones de los peritos de este Departamento, 

respetuosamente se solicita un aumento de las cantidades en la Licitación en trámite” (Hecho 

probado 7). A su vez, con posterioridad a la apertura de las ofertas de este concurso la 

Administración modificó en dos ocasiones la cantidad de vehículos contemplada inicialmente en 

las bases del concurso y adjudicó una mayor cantidad de vehículos (hecho probado 8). En un 

primer momento, la Administración contaba con un presupuesto inicial de ¢1.413.111.835,91 

(hecho probado 9). Que adicionalmente al contenido económico inicial la Administración 

contaba con 93 vehículos para entregar como forma de pago cuyo valor según avalúos del 

Ministerio de Hacienda, es de ¢444.620.000 (hecho probado 10). Que la Administración con 

posterioridad a la apertura de las ofertas decidió incorporar al proceso de la la Licitación Pública 

No. 2015LN-000033-PROV, el presupuesto para la adquisición de vehículos del Poder Judicial, 

correspondiente al periodo presupuestario 2016 por un monto de ¢1.640.894.208,86, así como 

incorporar al proceso (con posterioridad a la apertura de las ofertas) 160 vehículos para 

entregar como forma de pago cuyo valor según avalúos de la propia administración, es de 

¢943.257.906 (hecho probado 11). Igualmente, la decisión inicial  que consta en Resolución N° 

115-2015 de las once horas con veinticinco minutos del seis de noviembre de 2015 acredita la 

necesidad de la Administración de requerir un número mucho menor de vehículos respecto de 

los adjudicados, pues requiere de 8 vehículos tipo sedán, 14 tipo pick-up 3 panel techo bajo, 1 

microbús manual, 1 camión doble cabina, 4 vehículo ambulancia, 21 pick-up doble cabina con 

luces policiales, 32 vehículos sedán con luces policiales y 1 vehículo rural doble tracción.(folios 

232 y 233). (hecho probado 12). Al respecto, partiendo de los hechos antes mencionados se 

debe indicar en primera instancia que todo procedimiento de contratación administrativa 
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contempla etapas previas a la decisión de inicio del concurso, en esa fase previa a la decisión 

inicial, se deben realizar acciones coordinadas entre las distintas unidades administrativas 

involucradas para determinar los elementos mínimos a fin de poder iniciar el procedimiento de 

compra con claridad y certeza para la Administración y los potenciales oferentes, pues 

considera esta División que para el concurso que nos ocupa la Administración determinó una 

necesidad como lo es sustituir vehículos institucionales. Sin embargo, una vez establecida esa 

necesidad y sus elementos mínimos, se deberá plasmar en el cartel del concurso la voluntad de 

la Administración, dicha redacción del clausulado del cartel debe reflejar apropiadamente la 

necesidad en la búsqueda del éxito en el concurso, señalando adecuadamente los 

requerimientos técnicos, jurídicos y financieros del objeto contractual y el  detalle de los 

mecanismos de selección de la oferta más conveniente, así como los elementos relevantes de 

la ejecución contractual, que regulados de antemano, facilitan la adquisición de objetos 

contractuales satisfactorios y en forma oportuna a la necesidad definida por la Administración. 

No puede dejarse de lado que al no obedecer el objeto de la contratación a una decisión 

antojadiza, sino a una solución real, oportuna, planificada, el presupuesto inicial que se defina 

para atender la misma obedece también a esos fundamentos objetivos en los que la 

Administración debe fundamentar su decisión. Por lo que podemos concluir que finalmente el 

cartel resultante de las etapas iniciales de la contratación debería tener claridad en cuanto a la 

cantidad, especificaciones y costo (presupuesto inicial) del bien o servicio a adquirir. De esa 

forma, siendo la Administración quien mejor conoce su necesidad, es ella la llamada a definir 

con claridad el objeto contractual y a definir y justificar adecuadamente la cantidad y 

características técnicas de los vehículos que requiere adquirir, en este caso concreto y reservar 

el presupuesto inicial que resulte adecuado al estudio de mercado realizado al efecto en las 

etapas iniciales del procedimiento de contratación. De la revisión del expediente se determina 

que la administración de manera correcta realizó su labor cumpliendo de manera diligente con 

la determinación de la necesidad de la Administración, pues estableció 10 líneas con vehículos 

de distintas características (hechos probados 1 y 2). Además, la Administración definió en las 

bases del concurso un presupuesto inicial de ¢1.413.111.835,91 que consideró suficiente para 

enfrentar las eventuales obligaciones que generaría el concurso (hecho probado 9) y dispuso 

como condición, que como parte de pago entregaría 93 vehículos usados cuyo valor según 

avalúos realizados por el Ministerio de Hacienda es de ¢444.620.000, estudios que consta a 

folios 150 al 175 del expediente administrativo (hecho probado 10) y lo consignó como un 

requerimiento cartelario en el anexo 3 del pliego de condiciones. No obstante, de la lectura del 
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expediente se desprenden algunas actuaciones de la Administración que deben ser analizadas, 

pues todas ellas se dan con posterioridad a la apertura de las ofertas presentadas al concurso. 

Es así como se tiene que el 12 de mayo de 2016 mediante el oficio No. 3111-DP-PAB-2016, el 

Proceso de Administración de Bienes del Poder Judicial visible a folios 875 al 879 expediente 

administrativo, señaló “…en atención al presupuesto 2016 de vehículos y valoraciones de los 

peritos de este Departamento, respetuosamente se solicita un aumento de las cantidades en la 

Licitación en trámite” (hecho probado 7). De dicho oficio, se desprende con toda claridad que la 

Administración decidió adicionar al presupuesto inicial de la la Licitación Pública No. 2015LN-

000033-PROV, el presupuesto para la adquisición de vehículos del Poder Judicial, 

correspondiente al periodo presupuestario 2016 por un monto de ¢1.640.894.208,86 (hecho 

probado 11). Adicionalmente, a pesar de que el cartel definía la condición de entregar como 

parte de pago entregaría 93 vehículos usados valorados por el Ministerio de Hacienda en 

¢444.620.000 (hecho probado 10), la Administración decidió, con posterioridad a la apertura de 

las ofertas, modificar la forma de pago definida en el cartel pues incorporó como parte de pago 

160 vehículos usados adicionales a los definidos en el anexo 3 del cartel para entregar como 

parte de pago cuyo valor según avalúos realizados por la propia Administración alcanzan la 

suma de ¢943.257.906 (hecho probado 11). Finalmente, la Administración decidió adjudicar una 

la cantidad de vehículos superior a la contemplada inicialmente en las bases del concurso, 

excepto en le línea No.5, conforme al siguiente detalle (hecho probado 8): 

 
 

LINEA No. 

Cantidad 
Original de 
Vehículos 

por Adquirir 
 

Cantidad de 
Vehículo 

Adjudicados 

 
 

Adjudicatario 

Línea No.1 
(Sedán) 

7 12 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.2 
(Pick-up 4x4) 

13 44 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.3 
(Panel 
Techo) 

 
3 

 
4 

 

Purdy Motor 
S.A. 

Línea No.4 
(microbús) 

1 3 

 
Agencia Datsun 

S.A 

Línea No.5 1 1 Veinsa 

Línea No.6 4 10 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.7 21 66 Agencia Datsun 
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S.A 

Línea No.8 32 93 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.9 8 11 Agencia Datsun 
S.A 

Línea No.10 1 9 Veinsa 

 
Al respecto, debe tenerse presente que el artículo 86 del Reglamento a la Ley de Contratación 

Administrativa permite a la Administración adjudicar una mayor cantidad de bienes o servicios 

en los siguientes términos: “Artículo 86. Acto final. Una vez hechos los estudios y valoraciones 

señalados en los artículos anteriores, la Administración deberá dictar el acto de selección del 

adjudicatario. Cuando se soliciten precios unitarios y la Administración se haya reservado la 

posibilidad de adjudicar parcialmente una misma línea o mismo objeto, así lo indicará. Si la 

oferta ganadora del concurso presenta un precio menor al monto presupuestado, la 

Administración podrá adjudicar una mayor cantidad de bienes o servicios si la necesidad así lo 

justifica.” Con respecto a la aplicación de esta norma, en el oficio 9829 (DCA-2950) del 22 de 

setiembre del 2008 esta División manifestó lo siguiente: “Como puede verse, el numeral 

reglamentario establece dos elementos para aplicar la adjudicación de una mayor cantidad de 

bienes o servicios, a saber: a) la oferta ganadora presenta un precio menor al presupuestado y 

b) la existencia de una necesidad que lo justifique. De esa forma, tenemos que el propio artículo 

reglamentario brinda los límites bajo los cuales es posible adjudicar en las condiciones 

referidas. En ese sentido, debe aclararse que la adjudicación de una mayor cantidad de líneas 

es una herramienta para alcanzar de mejor manera los principios de eficiencia y eficacia que 

aplican en la materia; por lo que no constituye en modo alguno una alternativa para evadir las 

obligaciones de planificación de la Administración. El precio menor al monto presupuestado, 

significa que no resulta valido para las Administraciones adjudicar una mayor cantidad de 

bienes o servicios mediante la inyección de contenido presupuestario adicional para esa 

compra. Esta regla, constituye un parámetro fundamental, pues la mayor adjudicación es 

posible realizarla dentro de los montos estimados y presupuestados al inicio del concurso, todo 

conforme con la debida planificación que debe imperar en el manejo de los procedimientos de 

contratación pública. Esta dinámica planificada de los procedimientos, conlleva la existencia de 

la necesidad como  segundo límite para la aplicación de la adjudicación de una mayor cantidad. 

La necesidad que justifica la adquisición no surge en forma espontánea, sino que existe desde 

el momento mismo de realizar la estimación contractual para iniciar el concurso; pero que no se 
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refleja en las cantidades requeridas cartelariamente o publicadas en el Plan Anual de Compras 

porque el presupuesto constituye el límite mismo de la necesidad, es decir, de ordinario no es 

factible promover procedimientos sino se cuenta con los respectivos recursos presupuestarios. 

Como puede verse, la necesidad se encuentra justificada y determinada para la Administración 

promovente; por lo que situaciones de imprevisibilidad o sobrevinientes no son susceptibles de 

atender mediante la aplicación del artículo 86 del Reglamento, sino acudiendo a otras figuras 

como la modificación contractual regulada en el artículo 200 del mismo cuerpo reglamentario.” 

(Con oficio No. 11481 (DCA-2219) del 02 de setiembre del 2016 se modifica parcialmente el 

criterio externado por esta División en el oficio 9829 (DCA-2950) del 22 de setiembre del 2008, 

concretamente en lo que respecta a la imposibilidad de inyectar contenido económico adicional 

para realizar la compra, de forma tal que se entiende que para adjudicar una mayor cantidad de 

bienes o servicios de los inicialmente requeridos en el cartel del concurso, la Administración sí 

puede inyectar contenido presupuestario adicional a la partida económica que respalde la 

adjudicación, siempre y cuando se logre acreditar que desde el inicio del procedimiento existía 

la necesidad de una cantidad mayor del objeto del concurso). En esta misma línea de 

pensamiento, en el oficio 4670 (DJ-1935) del 21 de mayo del 2010, este órgano contralor indicó 

lo siguiente: “Debe considerarse que bajo una lógica de planificación apropiada de la 

Administración y en la que hace especial hincapié la normativa legal y reglamentaria vigente, no 

resultaría factible la adjudicación de una cantidad mayor, que no esté oportunamente 

determinada desde el inicio del procedimiento. Como puede apreciarse, la necesidad 

planificada, previsible y determinada con toda certeza es el pilar de la aplicación de la figura 

como reflejo de una Administración ordenada que echa mano de figuras flexibles como la que 

se viene comentando. En ese sentido, la existencia de supuestos imprevisibles deberían 

atenderse por ejemplo, mediante otros mecanismos como la modificación contractual prevista 

en el artículo 200 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.”  De conformidad 

con los criterios citados, para que la Administración pueda adjudicar una mayor cantidad de 

bienes a los que se solicitaron en el cartel, debe acreditar que la necesidad de esa cantidad 

mayor de bienes había sido previamente determinada desde el inicio del procedimiento, lo cual 

se debe acreditar debidamente en el expediente administrativo. Sobre la decisión inicial que da 

inicio al procedimiento de contratación, el artículo 7 de la Ley de Contratación Administrativa 

dispone lo siguiente: “Artículo 7. Inicio del procedimiento. El procedimiento de contratación se 

iniciará con la decisión administrativa  de promover el concurso, emitida por el jerarca o titular 

subordinado competente. Esta decisión encabezará el expediente que se forme y contendrá 
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una justificación de su procedencia, una descripción y estimación de costo del objeto, así como 

el cronograma con las tareas y los responsables de su ejecución. La justificación del inicio del 

procedimiento de contratación deberá estar acorde con lo establecido en los planes de largo y 

mediano plazos, el Plan Nacional de Desarrollo, cuando sea aplicable, el plan anual operativo, 

el presupuesto y el programa de adquisición institucional, según corresponda.”. En 

concordancia con dicha norma, el artículo 8 del Reglamento a dicha Ley establece lo siguiente: 

“Artículo 8. Decisión inicial. La decisión administrativa que da inicio al procedimiento de 

contratación será emitida por el Jerarca de la Unidad solicitante o por el titular subordinado 

competente, de conformidad con las disposiciones internas de cada institución. Esta decisión se 

adoptará una vez que la unidad usuaria, en coordinación con las respectivas unidades técnica, 

legal y financiera, según corresponda, haya acreditado, al menos, lo siguiente: a) Una 

justificación de la procedencia de la contratación, con indicación expresa de la necesidad a 

satisfacer, considerando para ello los planes de largo y mediano plazo, el Plan Nacional de 

Desarrollo, el Plan Anual Operativo, el presupuesto y el Programa de Adquisición Institucional, 

según corresponda”. Como puede observarse, las normas citadas son claras en establecer que 

todo procedimiento de contratación administrativa debe contener una decisión administrativa 

que da inicio al procedimiento, la cual debe encabezar el expediente que se forme y deberá 

contener una justificación de la procedencia de la contratación, con indicación expresa de la 

necesidad a satisfacer, y considerando para ello lo establecido en los planes de largo y 

mediano plazo, el Plan Nacional de Desarrollo, el Plan Anual Operativo, el presupuesto y el 

programa de adquisición institucional, según corresponda. Sin embargo, en el caso bajo análisis 

se ha revisado el expediente administrativo remitido y éste no contiene ninguna decisión inicial 

administrativa que justifique la procedencia de la contratación de una mayor cantidad de 

vehículos (hecho probado 12). Considera esta División que la justificación expresada en el acto 

de adjudicación y en el oficio oficio No. 3111-DP-PAB-2016 del Proceso de Administración 

(hechos probados 7 y 8) menciona como justificación del aumento en las cantidades a adquirir, 

lo siguiente: “…obedece a la necesidad de aprovechar este procedimiento de contratación  para 

adquirir no solo los vehículos que se pretendían comprar con el presupuesto 2015 si no también 

lo incorporado en el presupuesto 2016, adicionalmente se consideró también la ventaja de 

aprovechar los precios ofertados para esta contratación, pues los mismos son inferiores a los 

adjudicados en la última licitación que se realizó en el 2014”, justificación que no se ajusta a lo 

requerido en el artículo 86 del RLCA y por lo tanto resulta insuficiente para validar el aumento 

en la cantidad de vehículos que finalmente fueron adjudicados. Así las cosas queda 
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demostrado que la Administración no acreditó que la necesidad de adquirir vehículos 

adicionales a la cantidad establecida inicialmente en el cartel esté debidamente justificada y 

respaldada desde la decisión inicial tomada por la Administración para dar inicio al 

procedimiento de contratación como lo requiere la norma. Debe tenerse presente que la 

potestad que se regula en el artículo 86 del Reglamento a la Ley de Contratación, no es una 

facultad irrestricta que pueda ser ejercida libremente por parte de la Administración. Por el 

contrario, se trata de una facultad que debe ser utilizada, en aplicación de los principios que 

informan la materia de contratación pública. De manera tal, que encuentra sus límites, 

precisamente en estos principios, y para efectos de evitar un uso indiscriminado de la potestad 

de adjudicar una mayor cantidad de bienes, es que se ha determinado que para poder utilizar 

válidamente esta potestad, resulta indispensable que la Administración acredite desde el inicio 

del procedimiento de contratación realizado, que existía la necesidad de adquirir la cantidad 

objeto del aumento. De conformidad con lo expuesto, esta División concluye que la compra de 

vehículos adicionales resulta improcedente, ya que dicha cantidad no corresponde con la 

cantidad establecida previamente en el cartel, y la Administración no acreditó que la necesidad 

de adquirir una cantidad adicional de vehículos estuviera previamente determinada y acreditada 

desde el inicio del procedimiento de contratación realizado. Así las cosas, la Administración no 

cumple con el requisito establecido en el artículo 86 del Reglamento a la Ley de Contratación 

Administrativa, razón por la cual dicha actuación administrativa se considera contraria a la 

norma. Así mismo, considera esta División que con la inclusión de los 160 vehículos usados 

que adicionalmente se pretenden entregar como forma de pago, la Administración estaría 

modificando un elemento esencial del concurso como lo es la forma de pago, pues el cartel en 

su anexo 3 señala que únicamente se estarían entregando como forma de pago 93 vehículos 

usados valorados por el Ministerio de Hacienda en ¢444.620.000 (hecho proado 10), sin 

embargo la Administración decidió, con posterioridad a la apertura de las ofertas, modificar esa 

forma de pago definida en el cartel pues incorporó como parte de pago 160 vehículos usados 

adicionales a los definidos en el anexo 3 del cartel para entregar como parte de pago cuyo valor 

según avalúos realizados por la propia administración alcanzan la suma de  ¢943.257.906 

(hecho probado 11). Dicha actuación genera inseguridad jurídica pues como se indicó, se está 

modificando un elemento esencial del concurso. Como resultado de lo que viene dicho, esta 

División de Contratación estima que ante la vulneración de los principios de eficiencia, eficacia, 

de legalidad y de seguridad jurídica,  tomando en consideración la lesión que las actuaciones 

administrativas generaron con la modificación de las bases de concurso, se presenta un vicio 
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de tal magnitud que origina la existencia de una nulidad en el acto de adjudicación, por lo que al 

tenor del artículo 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, se declara la 

nulidad del acto de adjudicación excepto para la línea No.5 la cual se mantiene 

invariable, pues dicha línea no sufrió ningún aumento. Por consiguiente, el procedimiento se 

retrotrae a la fase de recomendación de adjudicación, para lo cual la Administración deberá 

readjudicar con base al presupuesto inicial y cantidad de vehículos definida en el cartel para las 

líneas No. 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9 y 10, entregando como parte de pago únicamente los vehículos 

consignados en el anexo 3 del cartel.  ----------------------------------------------------------------------------- 

POR TANTO 

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la 

Constitución Política,  4, 85 y siguientes de la Ley de Contratación Administrativa, 51, 81 174 y 

siguientes de su Reglamento, se resuelve: 1) DECLARAR SIN LUGAR el recurso de apelación 

interpuestos por la empresa PURDY MOTOR S.A, 2) DECLARAR CON LUGAR el recurso de 

apelación interpuesto por la empresa AUTO ENSAMBLADORA S.A., ambos en contra del acto 

de adjudicación de la de la LICITACION PÚBLICA Nº 2015LN-000033-PROV promovida por la 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA (PODER JUDICIAL) para la “Compra de vehículos con 

entrega de vehículos usados como parte de pago, para uso de diferentes oficinas judiciales”, 

acto recaído a favor de las empresas AGENCIA DATSUN S.A. respecto a las líneas 1, 2, 4, 6, 

7, 8 y 9, por un monto de ¢4.025.636.903,12 (cuatro mil veinticinco millones seiscientos treinta y 

seis mil novecientos tres colones con doce céntimos) VEHICULOS INTERNACIONALES 

VEINSA S.A. en las líneas 5 y 10, por un monto de ¢240.753.126,32 (doscientos cuarenta 

millones setecientos cincuenta y tres mil ciento veintiséis colones con treinta y dos céntimos) y  

PURDY MOTOR S.A. en las línea 3, por un monto de ¢86.963.141,20 (ochenta y seis millones 

novecientos sesenta y tres mil ciento cuarenta y un colones con treinta y dos céntimos). 3) 

DECLARAR LA NULIDAD del acto de adjudicación de la  LICITACION PÚBLICA Nº 2015LN-

000033-PROV, excepto para la línea No.5 la cual se mantiene invariable, lo anterior con 

fundamento en el artículo 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, para 

que el procedimiento se retrotraiga a la fase de recomendación de adjudicación, para lo cual la 

Administración deberá re adjudicar con base al presupuesto inicial y cantidad de vehículos 

definida en el cartel entregando como parte de pago únicamente los vehículos consignados en 

el anexo 3 del cartel. 4) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley de 

Contratación Administrativa se da por agotada la vía administrativa. ------------------------------------- 
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NOTIFÍQUESE.------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
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